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Introducción
En este artículo pretendemos introducir algunas reflexiones en torno a las definiciones de las políticas públicas que han sido diseñadas para abordar la violencia contra las mujeres en la provincia de Buenos Aires. Entendemos que las políticas públicas no son una simple transmisión desde las  agencias del estado a los/as destinatarios en forma unívoca, monolítica y sin tensiones. Por el contrario, tal como lo afirman Villalta y Muzzopapa (2011)  lo estatal constituye un campo compuesto por  múltiples y diversas burocracias, por distintos actores y grupos sociales y por diferentes lógicas de funcionamiento, que producen una diversidad de documentos-reglamentos, normas, publicaciones institucionales, expedientes y sentencias que rubricados por agentes institucionales, portan la fuerza de lo estatal, esto es, de la palabra autorizada, legitimada, oficial.
El campo de lo estatal está atravesado por múltiples tensiones y contradicciones.  Por un lado, un discurso benévolo que promueve la sanción de leyes y las definiciones de planes y programas para abordar  la violencia contra las mujeres en el ámbito doméstico y de las relaciones familiares. Y por otro, la persistencia de prácticas de violencia brutal protagonizadas por las fuerzas de seguridad a través de la represión o el hostigamiento policial contra mujeres migrantes, trans y travestis o las que sufren las mujeres a diario en las cárceles. En esta enumeración no podemos dejar de nombrar las prácticas institucionales que por su inacción, consagran la impunidad frente a los hechos de violencias denunciados, aumentando así las situaciones de riesgo y exponiendo a las mujeres a situaciones de violencias extremas. 
En este trabajo, no  podremos dar cuenta de la multiplicidad de lógicas estatales que promueven o actúan frente a estas formas de  violencias contra las mujeres. Sin embargo, entendemos que estas lógicas conforman el entramado de sentidos de las políticas que son diseñadas para el abordaje de las violencias contra las mujeres.  
Nuestra hipótesis de trabajo es señalar que la forma en cómo se define desde lo estatal el abordaje de la violencia contra las mujeres esta permeado por la centralidad que ocupan las políticas de seguridad y del control penal en la resolución de  los conflictos sociales. 
Tal como sostiene Pilar Calveiro (2017), presenciamos una época de reorganización hegemónica del capitalismo  de carácter global: neoliberal en sus prácticas y sus valores, formalmente democrático y acompañado de fuertes transformaciones en la construcción de las subjetividades y en las representaciones del tiempo y el espacio (2017: 135). Este nuevo orden hegemónico recurre al uso de las violencias para imponer las condiciones de posibilidad efectiva de su proyecto. 
Y lo hace a través de dos tipos de violencia. Por un lado, a través de la creación de escenarios bélicos, principalmente a través de dos “guerras”: la antiterrorista y la guerra o lucha en contra del “crimen organizado” Dada la enorme violencia que genera, así como su manejo mediático, ha propiciado una fuerte demanda social  seguridad, colocándola como prioridad política y ha habilitado una ampliación de las atribuciones violentas del Estado. Por otro, a partir de la   profundización  de las violencias estructurales a media que se profundizan también las medidas económicas neoliberales. 
En este nuevo escenario se despliega una política extraordinariamente violenta que suscita el miedo, pero sobre todo que necesita de él. La gubernamentalidad neoliberal, en el sentido de Michel Foucault, alienta distintos miedos -al desempleo, al terrorismo, a la delincuencia- como instrumento de gobierno de los cuerpos y las conciencias, de la población, para configurar otro tipo de ciudadanxs: sujetxs temerosos, retraídos hacia la esfera privada de la seguridad personal y absorbidos por el mercado. (Calveiro: 2014) 
Rita Segato (2015)  sostiene que en estos nuevos escenarios bélicos, el cuerpo femenino o feminizado pasa a ocupar un lugar central como territorio de disputa entre las violencias estatales, las paraestatales y las ejecutadas por las organizaciones criminales. Estas violencias se articulan, no solo a los territorios donde se diputan sino también en el ámbito delo privado-doméstico. Estos nuevos escenarios bélicos tiene como características la extrema victimización de las mujeres  y de los cuerpos y las identidades femeneizadas. 
El impacto del neoliberalismo en las políticas y prácticas penales implementadas desde hace décadas en nuestro país se sustentan en políticas dirigidas a la regulación del riesgo, la prevención del delito y persecución de ciertos individuos o grupo de individuos que son caracterizados social y jurídicamente como “peligrosos”. 
En el marco de estas definiciones adquiere un lugar central la categoría de víctimas en los procesos judiciales, pero también las intervenciones en materia de prevención y asistencia en materia de violencias contra las mujeres promoviendo mayores definiciones en el campo de las políticas de seguridad o punitivas por sobre las políticas sociales, educativas o de derechos humanos. 
Una aclaración metodológica
Este trabajo se nutre principalmente de las  investigaciones y del trabajo cotidiano  que desarrollamos desde el Observatorio de Violencia de Género de la Defensoría del pueblo de la provincia de Buenos Aires (OVG) desde el año 2011.[footnoteRef:1] Desde el OVG hemos realizado acciones de monitoreo sobre las políticas públicas provinciales respecto a la violencia de género y el l acceso a la justicia de las mujeres que han padecido violencia de género en el ámbito familiar, el funcionamiento de las dependencias policiales frente a las denuncias, las acciones llevadas a cabo por los Juzgados de paz, por los órganos de administración de la  justicia penal y por las defensorías oficiales especializadas de protección contra la violencia familiar. Se han monitoreado también, las políticas de atención y abordaje de las violencia de género impulsadas por las esferas gubernamentales provinciales y municipales.  [1:  El Observatorio de Violencia de Género de la Defensoría del Pueblo de la provincia de Buenos Aires es un organismo que produce, sistematiza y analiza la información sobre violencia de género en la provincia de Buenos Aires con el fin de monitorear e incidir en la formulación de políticas públicas en la materia. www.defensorba.org.ar/ovg
] 

Esta acción de monitoreo se realiza a través de elaboración de pedido de informes regulares a las carteras ministeriales y del ámbito judicial, entrevistas realizadas a funcionarios y equipos técnicos de esas áreas, la convocatoria de mesas de trabajo y focus grupo con funcionarios, equipos técnicos y asesores y organizaciones feministas. Se realizaron además durante los años 2012 a las 2017 mesas de trabajos y encuentros regionales con funcionarixs, organizaciones feministas, políticas municipales y universidad públicas de carácter regional.
El monitoreo se complementa además, con el  análisis y la sistematización de la información pública sobre violencia de género en la provincia de Buenos Aires y la producción de información cualitativa propia. Esto constituye una dimensión de análisis compleja, que permite indagar tanto el interés de las direcciones, programas y áreas vinculados con la atención de las víctimas de violencia, así como también la responsabilidad del Estado y su compromiso con la problemática. 

Un modelo de gestión centrado en la seguridad. 
En estos procesos, las políticas de seguridad ya no se dirigen a identificar y prevenir conductas individuales calificadas como delictivas sino que persiguen el objetivo de disminuir los riesgos individuales frente a otros que pueden a través de sus acciones convertirnos en víctimas. La retórica de la prevención insiste sobre aquello que los individuos pueden  y deben hacer para evitar el riesgo de convertirse en víctima. Como sostiene Tamar Pitch (2009), frente a las situaciones de riego ya no hablamos de grupos oprimidos sino de víctimas, ya no responsabilizamos a las estructuras sociales y económicas sino a otros individuos. 
En el marco de las dinámicas propuestas por las políticas neoliberales  de desmantelamiento y desregulación de los sistemas de aseguramiento colectivo se inicia un proceso de privatización de los riesgos, es decir que cada sujeto tiene que garantizar su responsabilidad en la autorregulación y autogobierno frente al contexto de creciente precariedad social, económica y laboral.
Entendemos que  esta noción privatista del riesgo ha orientado no solo la retórica y las dinámicas de las políticas de control social sino que se ha proyectado a las definiciones de las políticas públicas en materia de violencia contra las mujeres: lo que antes eran tareas de prevención y regulación de las instituciones, ahora es responsabilidad de las víctimas. De allí la  difusión de líneas de atención telefónica como la 144 o el 911 al servicio de la atención frente a la emergencia en casos de violencia.[footnoteRef:2] [2:  https://www.gba.gob.ar/linea144/noticias/l%C3%ADnea_telef%C3%B3nica_144_estamos_para_vos

] 

Si en el modelo actual de gestión de la violencia contra las mujeres las medidas de prevención tienden a neutralizar y vigilar las acciones individuales que producen riesgo es posible explicar cómo desde lo estatal se define  el uso de distintos sistemas de vigilancia y de control dirigidos a personas que han sido identificadas como productores de riesgo, es decir aquellos que han sido identificados como “agresores o violentos”. 
Las definiciones que se han tomado en el marco de las políticas de seguridad, se proyectan al campo de las políticas públicas para atención y prevención de la violencia contra las mujeres.  Así es posible explicar la vigencia de medidas como el “botón antipánico”,  la propuesta de usar “las tobilleras para agresores” y la reciente aplicación de seguridad para teléfonos celulares como propuesta central de  las políticas de prevención de la violencia contra las mujeres. [footnoteRef:3] [3:  https://www.pagina12.com.ar/93011-el-machismo-no-applica] 



Un modelo de gestión centrado en la denuncia individual.
Tanto las leyes de violencia familiar que fueron dictadas en las provincias argentinas como la legislación nacional más reciente de protección integral contra la violencia contra las mujeres han establecido un procedimiento de gestión estatal centrado en la denuncia individual en sede policial y/o judicial como mecanismo privilegiado para el abordaje de la violencia contra las mujeres por parte de las agencias del Estado. [footnoteRef:4] Con la apertura de comisarías de la mujer y la familia, de oficinas de atención a víctimas en dependencias policiales y la autorización para que las oficinas estatales hagan la recepción de denuncias por violencia contra las mujeres,  el número de denuncias en sede policial ha crecido significativamente Lo mismo ha ocurrido en el ámbito judicial. [footnoteRef:5]  [4:  Ley N° 26.485]  [5:  Ver Informes del OVG en www.defensorba.org.ar/ovg
] 

La denuncia -en sede judicial o policial-  es individual. Cada hecho nuevo de violencia, aún los padecidos por la misma persona, inicia una nueva denuncia y un nuevo trámite judicial. Ante cada hecho de violencia la mujer tiene que hacerse responsable, no solo de gestionar las denuncias presentadas sino también promover su protección y la de sus hijos. 
Dos premisas se ajustan a las definiciones del modelo de gestión estatal de la violencia contra las mujeres: la premisa de la “responsabilización” y “activación” individual. Tal como sostiene Denis Merklen (2013), a partir de los años noventa las políticas públicas le exigen al sujeto ser responsable de sí mismo/a y ser activo/a con el fin de minimizar eventuales costos en la comunidad o frente a terceros. Se ponen entonces en funcionamiento dispositivos institucionales para la creación de subjetividades individuales responsables y activas frente al contexto social en el que están insertas. 
Es el propio Estado el que impulsa los mecanismos que esperan la activación del individuo para que identifique tanto a los/as responsables de los hechos sufridos, establezca como los objetivos para salir de su dificultad y defina las estrategias más adecuadas para lograrlo. Ya no es un sujeto de derechos, sino un individuo que tiene responsabilidades frente al estado que, en caso de no cumplir con lo dispuesto, puede incluso privarlo/a de la ayuda establecida. Así lo señala la resolución judicial emitida por el Juzgado de Familia Nº 4 del departamento judicial de La Plata frente al dictado de una medida de protección a una mujer que denunció una situación de violencia en el marco de las relaciones familiares: 
“Habida cuenta la obtención mediante la presente del contenido cautelar protectorio requerido por la Sra. S.G.G, hágase saber a la misma que durante el plazo de duración de la medida dispuesta, deberá a fin de salvaguardar su interés conforme el orden prioritario que exhibe en requerir dicha protección, abstener de todo acto, actitud y/o actividad que implique mediante conductas abusivas  en el ejercicio de su derecho ponerse en contradicción con sus hechos anteriormente expuestos y que motivan el resguardo, que impliquen además violentar la buena fe procesal, colocándose  en situaciones en las que se expongan mediante sus propios en acto riesgo para su integridad psicofísica para con la contraparte y/o la de esta última en su caso, bajo apercibimiento en caso de comprobarse dicha actitud anti funcional con la finalidad de la ley 12569 y su modificatoria, ley nº14509 de disponerse el levantamiento de las cautelar dispuestas en su favor.”(El resaltado nos pertenece). [footnoteRef:6] [6:  Queja 113478,  OVG
] 

Entendemos que las políticas públicas en materia de violencia de género han definido su objeto y sus intervenciones desde esta perspectiva de la individuación que ha fortalecido el protagonismo de las víctimas no solo en los procesos penales y en el despliegue de políticas de control punitivo, sino también en las políticas orientadas a la violencia contra las mujeres. Para decirlo en otras palabras, las políticas que se han diseñado para el abordaje de la violencia contra las mujeres han puesto el foco en las mujeres cómo víctimas y no en las desiguales relaciones de poder entre los géneros en las que se inscriben los hechos de violencia. 
En este sentido, es posible que entender que esperan las instituciones estatales de los relatos de mujeres en situación de violencia. Ese debe cumplir no solo con las expectativas de verosimilitud de un testimonio judicial sino adecuarse al estereotipo de víctima. Los órganos de administración de justicia ocupan un lugar principal en la creación de un estereotipo de la mujer como víctima: pasiva, indecisa, contradictoria o incluso incapaz. En los casos de litigio judicial definir a la mujer como víctima puede inducir a resoluciones judiciales que caractericen a la mujer como incapaz para el cuidado de sus hijos o de administrar sus bienes. Por oposición, si la mujer no se asocia al estereotipo de víctima, puede que se descrea de su relato y de sus experiencias de violencia  y/o abuso.  En estos procesos de individuación, recaen sobre la victima varias responsabilidades: identificar al victimario, proveer las pruebas para que esa identificación sea creíble y veraz, y sobre todo la responsabilidad de no volver a  colocarse  en un contexto de riesgo. 
Cuando se inician los procesos judiciales por un hecho de violencia, es la propia víctima la que debe impulsar la denuncia y sostener todo el proceso judicial que se inicia. La responsabilidad por ese hecho es una responsabilidad individual. En las lógicas que nos proponen estas definiciones de políticas públicas a alguien se le debe imputar la responsabilidad frente a nuestra victimización, sin definirse ninguna política de intervención sobre las causas que la producen. 
Tal como se difunden en las campañas estatales  de sensibilización en materia de violencia contra las mujeres e incluso en la fundamentación de los planes nacionales y provinciales, la salida surge a partir de una decisión individual: “llamá”, “denunciá”, “porque llamaste y dijiste basta!. Porque llamaste y denunciaste, podes salir de la violencia”
También la responsabilidad de generar las estrategias y articulaciones para salir de ese proceso de victimización es individual: “Cuando la víctima está mínimamente fortalecida, informada y contenida podrá ser capaz de dar el primer paso y recorrer el camino para salir de la violencia”, dice la página oficial del Consejo Nacional de las Mujeres en relación a la puesta en funcionamiento de la Línea 144 para atención, asesoramiento y contención de mujeres víctimas de violencia.[footnoteRef:7]  [7:  http://www.cnm.gob.ar/linea144.php] 

Prácticas judiciales frente a la violencia contra las mujeres
En este apartado realizaremos una descripción de las prácticas judiciales-policiales que sustentan el entramado burocrático en el que se encuentran las mujeres cuando denuncian un hecho de violencia. Entramado que genera el contexto de impunidad necesario para que nuevos hechos de violencia contra las mujeres vuelvan a sucederse. 
La mayoría de las denuncias por violencia familiar o domestica fueron presentadas en sede policial. Con la denuncia se inician los procesos judiciales que pueden desarrollarse en distintos fueros: en el fuero civil (Juzgados de Familia o Juzgados de Paz), cuando lo que se pretende es el cese de las situaciones de violencia y el dictado de medidas de protección;  en el fuero penal, cuando aparecen tipificados delitos relacionados con la violencia: amenazas, lesiones, intentos de homicidio, u homicidios por citar los más recurrentes. 
En la mayoría de los departamentos judiciales  resulta  una práctica habitual que el juzgado que dictó las medidas de protección entregue el oficio a la denunciante, para que sea ella quien deba llevar las notificaciones a la comisaría correspondiente al domicilio del agresor denunciado y la notificación a la dependencia policial de su barrio. Estas notificaciones forman parte de las responsabilidades que las mujeres que denuncian deben afrontar  para la gestión de una medida de protección por parte del Estado. Frente al incumplimiento de una de estas medidas, la llamada a la central de atención telefónica de emergencia o la activación del botón antipático forma parte de los hechos que la mujer debe volver a activar en un contexto de violencia.
Como señalábamos anteriormente, cuando la violencia contra las mujeres se manifiesta en hechos tipificados penalmente como delitos, las denuncias se remiten a la justicia penal donde serán investigados. Las denuncias presentadas en sede policial son remitidas a las fiscalías de turno, quienes investigarán estos hechos que suelen referirse generalmente a delitos de lesiones (leves, graves o gravísimas), amenazas (simples y calificadas), daños, homicidios y sus tentativas. En general los operadores judiciales minimizan las situaciones de violencia contra las mujeres, sobre todo aquellas ocurridas en el marco de las relaciones intrafamiliares. Bajo este paradigma, se investigan y se juzgan hechos aislados y puntuales sin enmarcarlos en un contexto general de violencia de género. 
Del análisis de las actuaciones de la justicia penal en la provincia de Buenos Aires es posible afirmar que los fiscales -encargados de la investigación penal - en todos los casos delegan la investigación y el cumplimiento de medidas de prueba en la institución policial. O a las pruebas que puedan aportar las propias denunciantes, es decir que toda la responsabilidad de la producción de la prueba para la investigación de un delito recae sobre la mujer que inicia la denuncia. 
La mayoría de las causas iniciadas por delitos relacionados con la violencia de género son caratuladas como amenazas y lesiones.  Estas causas son las más archivadas en el fuero penal de la provincia de Buenos Aires, posiblemente porque son consideradas por la administración de justicia  como “delitos menores” y no cuentan con impulso investigativo, y porque no existe  un sistema de patrocinio jurídico gratuito. Tal como fueron relevadas en distintas investigaciones, la cantidad de causas archivadas y no apeladas por las mujeres que denunciaron haber sido víctimas de delitos como el de lesiones, amenazas o intentos de homicidios en contextos de violencia de género son en muchas casos consecuencia de no contar con un patrocinio que les permita enfrentar la decisión del Ministerio público de archivar una causa. (OVG, 2015 y 2017)
Una de las mayores dificultades que existen en la gestión de los casos de violencia contra las mujeres es la falta de articulación entre los distintos procesos judiciales que se inician por varias denuncias de una misma víctima de  violencia. En el marco de la administración de justicia de la provincia de Buenos Aires existen dos sistemas de registros diferentes y sin articulación entre sí. [footnoteRef:8] Las causas que se promueven entre la misma denunciante y el mismo agresor y motivan la intervención de distintos fueros judiciales, no generan en su tramitación puntos de contacto. Ello provoca que, en muchas ocasiones, lo/as operadores/as judiciales desconozcan la existencia de causas paralelas, simultáneas o anteriores entre aquellos. Es decir que lo que el Estado no articula en el proceso judicial, debe hacerlo la mujer que presentó la denuncia. Cada fuero judicial lleva adelante la tramitación de su expediente, sin coordinación con el iniciado en el otro fuero.  [8:  La Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires se rige  con el Sistema Integrado del Ministerio Públicomientras que la Suprema Corte de Justicia de la provincia cuenta con el Sistema Augusta. Ambos sistemas no están articulados entre sí ni comparten información. ] 

En síntesis, las consecuencias de esta inconexión se tornan gravosas, provocando intervenciones judiciales insuficientes, contradictorias, superpuestas y carentes de integralidad. Otra muestra de ausencia de articulación la encontramos entre el poder judicial  y el ejecutivo. Un ejemplo de ello es la cantidad de mujeres asesinadas que tenían dictadas medidas de protección que ningún organismo público se encargó de garantizar. 

Notas para el cierre
Sin dudas, el abordaje estatal de las violencia contra las mujeres basado en una gestión securitaria no solo da cuenta de las respuestas insuficientes desde el Estado en términos de protección y atención, sino que no permite analizar el modo en que estas definiciones reproducen la dominación patriarcal sobre las mujeres: han contribuido a una mayor privatización del ámbito familiar y doméstico, promoviendo un creciente aislamiento de la vida cotidiana y una ruptura con los espacios colectivos y comunitarios. Este contexto recrea el marco habilitante para que los hechos de violencia contra las mujeres y los femicidios sean  posibles. 
En este proceso se despliegan desde el Estado procesos políticos que refuerzan aún más las instancias de dominación y coerción sobre las mujeres.  Les exigen a las mujeres una mayor responsabilidad individual. Responsabilidad asociada a la idea de la autonomía como ideal neoliberal que impone el deber de hacerse cargo de sí mismo en condiciones de precariedad generalizada, de auténtica pobreza, es decir en “unas condiciones en que la vida se ha hecho invivible” (Butler 2017: 23)
Para decirlo en otras palabras: han apuntado al individuo -en este caso la mujer que se encuentra en un contexto de violencia- y no a las estructuras sociales, políticas y económicas  que la promueven. El fracaso de este abordaje es evidente en la violencia creciente y letal contra las mujeres. En la búsqueda de una redefinición es evidente que las salidas no pueden ser individuales y que es preciso pensar no en sujetos aislados, no en víctimas, sino pensar a las mujeres como tejedoras de lazos comunitarios y sociales.
Las políticas públicas deben abordar otras dimensiones más allá de las propuestas por las agendas securitarias en contextos globales de creciente fragmentación social y de profundización de las desigualdades económicas. 
Por otro parte, para los movimientos feministas el desafío es no caer en la trampa punitiva y no reducir las agendas al reclamo por políticas públicas integrales. El desafío es construir una agenda capaz de interpelar las desigualdades sociales, económicas, de género y darse estrategias creativas y colectivas de organización territoriales frente a las múltiples violencias que nos atraviesan. 
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